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Lebrón Nieves y el Juez Rodríguez Flores 
 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de junio de 2022. 

El 21 de junio de 2022, compareció por derecho propio, la 

señora Nancy Santiago Otero (en adelante, parte peticionaria), 

mediante de recuso de apelación1.  En este nos solicita que 

revoquemos la Orden de Protección para el Adulto Mayor, expedida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Municipal de San 

Juan.  La referida Orden fue expedida a favor del señor Erasmo 

Santiago Otero (en adelante, parte recurrida), en contra de la 

parte peticionaria.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega el recurso de certiorari.  

 

 
1 Se acoge este recurso como un certiorari por ser el mecanismo adecuado para 

revisar una Orden de Protección en virtud de la Ley Número 121-2019, infra, y se 

mantiene la misma numeración alfanumérica para fines de la economía procesal. 
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I 

 Conforme surge del expediente, señor Erasmo Santiago 

Otero solicitó una orden de protección en virtud de la Ley Núm. 

121-2019, infra, a favor de su madre, la señora Elena Otero Seda 

(en adelante, señora Otero Seda).  Tal solicitud fue hecha en 

contra de la señora Nancy Santiago Otero.  A estos fines, el foro 

a quo expidió la Orden de Protección para el Adulto Mayor, a favor 

de la señora Otero Seda y la parte recurrida.  En la referida orden 

realizó las siguientes determinaciones de hechos:  

Peticionada es hija de la AM (adulta mayor) Elena 
Otero Seda y hermana del peticionario, Erasmo 

Santiago Otero.  AM padece de múltiples condiciones 
de salud físicas y mentales.  Peticionario es cuidador 
de la AM.  Parte Peticionada mantiene un patrón de 

acoso contra el Peticionario.  Peticionada le expresa y 
grita al Peticionario que es negro que se vaya a su 
país, que es un nacionalista, que no le hace falta a su 
“pinga”, entre otras expresiones.  Peticionario 

Santiago se encuentra cansado de las expresiones 
hostiles, amenazantes y discriminatorias en su 
contra.  Además, Peticionada altera la paz de la AM.  
Peticionada grita y reclama al Peticionario Santiago 

causando que la AM le de ansiedad.  Peticionada hace 
que AM se incomode y se ponga triste.  AM le ha 
expresado a la Peticionada que se vaya de la 

residencia porque no quiere problemas.  Parte 
Peticionaria teme por su seguridad y la salud y 
bienestar de la AM.  
 

 En virtud de las determinaciones de hechos antes 

esbozadas, el foro de primera instancia ordenó a la aquí 

peticionaria abstenerse de molestar, hostigar, perseguir, 

intimidar, amenazar o de cualquier forma inferir con el ejercicio 

de los derechos que se le reconocen a la parte recurrida y a la 

señora Otero Seda; a abstenerse de acercarse o penetrar 

cualquier sitio donde se encuentre la parte recurrida y la señora 

Otero Seda, y a comunicarse por cualquier medio o forma con 

estos.  Añadió que, el Departamento de la Familia no validó 

maltrato o negligencia contra la señora Otero Seda por parte del 
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señor Erasmo Santiago Otero, y que, recomendó que se expidiera 

una orden de protección contra la señora Nancy Santiago Otero, 

por la forma en la que su conducta causa que la señora Otero 

Seda se descompense.  

 Inconforme con tal determinación, la parte peticionaria 

acudió ante este foro revisor mediante Apelación Civil.  La parte 

peticionaria no realizó señalamiento de error alguno, no obstante, 

solicitó que dejáramos sin efecto la Orden de Protección para el 

Adulto Mayor.  

Por no entender necesaria la comparecencia de la parte 

recurrida, prescindimos de esta2. 

A. El Certiorari 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual 

un tribunal de jerarquía superior puede revisar 

discrecionalmente una decisión de un tribunal inferior. Pueblo v. 

Rivera Montalvo, 205 DPR 352, 372 (2020); Medina Nazario v. 

McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728-729 (2016); IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de 

León, 176 DPR 913, 917 (2009). Ahora bien, tal “discreción no 

opera en lo abstracto. A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, dispone 

los criterios que dicho foro deberá considerar, de manera que 

pueda ejercer sabia y prudentemente su decisión de atender o no 

las controversias que le son planteadas”. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008); Pueblo v. Rivera Montalvo, 

supra, pág. 372. La precitada Regla dispone lo siguiente: 

 
2 En virtud de la Regla 7 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B R.7, este tribunal tiene la facultad para prescindir de términos no 
jurisdiccionales, escritos, notificaciones o procedimientos específicos en cualquier 

caso ante su consideración, con el propósito de disponer el recurso de manera 

eficiente. 
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El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 
y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa de los procedimientos en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 
consideración. 

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40. 

 

No obstante, “ninguno de los criterios antes expuestos en 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, 

es determinante, por sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y 

no constituye una lista exhaustiva”. García v. Padró, 165 DPR 

324, 327 (2005). Por lo que, de los factores esbozados “se deduce 

que el foro apelativo intermedio evaluará tanto la corrección de la 

decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento en que es 

presentada; esto, para determinar si es la más apropiada para 

intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, supra, pág. 97. 

Por otro lado, a partir del 1 de julio de 2010, se realizó un 

cambio respecto a la jurisdicción del Tribunal Apelativo para 

revisar los dictámenes interlocutorios del Tribunal de Primera 
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Instancia mediante recurso de certiorari.  A tal fin, la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, dispone, en su parte pertinente, lo 

siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando 

se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 
testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación constituiría 
un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 

expedición de un recurso de certiorari en estos casos, 
el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.  (Énfasis Nuestro).  

[. . .]  
  

Según se desprende de la citada Regla, este foro apelativo 

intermedio podrá revisar órdenes interlocutorias 

discrecionalmente, cuando se recurre de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 

casos de relaciones de familia o que revistan interés público, o en 

aquellas circunstancias en las que revisar el dictamen evitaría un 

irremediable fracaso de la justicia, entre otras contadas 

excepciones.  

El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, 

debe ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso. 

Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948). Este procede 

cuando no está disponible la apelación u otro recurso que proteja 

eficaz y rápidamente los derechos del peticionario. Pueblo v. 

Tribunal Superior, 81 DPR 763, 767 (1960). Nuestro Tribunal 
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Supremo ha expresado también que “de ordinario, el tribunal 

apelativo no intervendrá con el ejercicio de la discreción de los 

tribunales de instancia, salvo que se demuestre que hubo un 

craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial”. 

Zorniak Air Servs. v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 

(1992); Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 

B. Carta de Derechos y Política Pública del Gobierno a Favor 

de los Adultos Mayores 
 

La Exposición de Motivos de la Carta de Derechos y Política 

Pública del Gobierno a Favor de los Adultos Mayores dispone que, 

es responsabilidad del Estado mejorar las condiciones de vida de 

la población de adultos mayores, además garantizar su bienestar. 

Del mismo modo, refuerza la responsabilidad del Estado en 

preservar la integridad física y emocional de los adultos mayores, 

a los fines de fortalecer y hacer cumplir la política pública dirigida 

a esta población. Ley Núm. 121-2019, según enmendada, 8 LPRA 

sec. 1511 et seq., (en adelante, Ley 121). Dicha ley dispone que 

se debe propiciar a que todo adulto mayor en Puerto Rico logre 

tener oportunidades de alcanzar un nivel de bienestar económico 

y prosperidad, fomentar la protección de los activos de la 

población y educar sobre el fraude y explotación financiera3, 8 

LPRA 1512. 

Contempla como política pública promover el valor, 

integración y el respeto del adulto mayor en nuestra sociedad 

 
3 Explotación financiera: “Uso impropio de los fondos, de la propiedad, o de los 

recursos de un adulto mayor por otra persona, incluyendo, pero no limitándose 
a, fraude, falsas pretensiones, malversaciones de fondos, conspiración, 

falsificación de documentos, falsificación de expedientes o récords, coerción, 

transferencia de propiedad, o negación de acceso a bienes”. 8 LPRA sec. 1513. 
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mediante la protección de su salud física o mental y la propiedad 

contra amenazas, hostigamiento, coacción o perturbación por 

parte de cualquier persona, Ley Núm. 121-2019, supra.  Además, 

establece que se debe propiciar el acceso a la justicia para que los 

adultos mayores puedan hacer uso equitativo de los mecanismos 

y procesos establecidos para prevenir la violación de sus derechos 

individuales, resolver controversias y obtener remedios legales, 

Ley Núm. 121-2019, supra. 

Por tanto, la ley reconoce como derechos de los adultos 

mayores, además de los existentes en otros ordenamientos, los 

siguientes: 

i. Que se le garanticen todos los derechos, 

beneficios, responsabilidades y privilegios otorgados 
por la Constitución de Puerto Rico y de Estados 
Unidos de América, así como de las leyes y 
reglamentos federales y estatales. 

 
 ii.  Estar libre de interferencia, coacción, discrimen 
o represalia para o al ejercer sus derechos civiles. 

 

iii.  Recibir atención médica en su fase preventiva, 
clínica y de rehabilitación para la protección de su 
salud y su bienestar general. 

 
[…] 
 
viii.  Escoger con qué pariente o parientes desea 

convivir o el lugar donde desea hacerlo en un 
ambiente de amor, comprensión y sosiego. 
 
[…] 

 
 xii. Recibir protección y seguridad física y social 
contra abusos físicos, emocionales o presiones 

psicológicas por parte de cualquier persona. 
 
[…] 
 

xxi. A una vida con calidad, libre y sin violencia o 
maltrato físico o mental, con la finalidad de 
asegurarle respeto a su integridad física, 
psicoemocional y sexual. 

 
xxii. A la protección contra toda forma de 
explotación, de aislamiento y de marginación. 
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xxiii. A recibir protección por parte de la familia y la 
sociedad, así como de las instituciones estatales y 

municipales. 
 
xxiv. Vivir libre de presiones, coacciones y 
manipulaciones por parte de familiares, personas 

particulares, empresas privadas o del Estado, con el 
propósito de explotación financiera o que estén 
dirigidas a menoscabar su capacidad y su derecho a 
la autodeterminación. 

 
xxv. Vivir en un ambiente de tranquilidad, respeto y 
dignidad que satisfaga las necesidades básicas de 

vivienda, de alimentación, de salud y económicas, con 
atención a sus condiciones físicas, mentales, sociales, 
espirituales y emocionales. 
 

xxvi. A vivir en entornos seguros, dignos y 
protectores, que cumplan con sus necesidades y 
requerimientos y en donde ejerzan libremente sus 
derechos. (énfasis nuestro) 8 LPRA 1514. 

 

El Departamento de la Familia debe tomar las medidas de 

prevención y supervisión para que la familia participe en la 

atención de los adultos mayores en situación de riesgo o 

desamparo, en acuerdo de actuación con las dependencias 

gubernamentales. 8 LPRA 1517.  La Ley 121 faculta al 

Departamento de la Familia para intervenir en todas las 

situaciones de maltrato en todas sus modalidades, donde se le 

refiera una situación de esa índole.  Por tanto, hace responsable 

al Departamento de la prevención, identificación, investigación, 

supervisión protectora y tratamiento social de todo adulto mayor 

que sea víctima de cualquier tipo de maltrato, incluyendo de parte 

de su familia y faculta incoar y presentar acciones legales 

pertinentes en los Tribunales.  Ley Núm. 121-2019, supra. 

Por otro lado, dicho precepto legal dispone que el 

Departamento de la Familia será el ente central en el 

aseguramiento de la nueva legislación, con el apoyo y cooperación 

de las agencias e instrumentalidades del Gobierno, 8 LPRA 1518. 

A esos fines, la Ley 121 expresamente obliga a los diferentes 
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departamentos de Puerto Rico, incluyendo al Departamento de 

Justicia y la Oficina de Administración de Tribunales (en adelante 

OAT), a darle prioridad a los tipos de maltrato que se cometan 

contra cualquier adulto mayor. Más aún, hace responsable a los 

departamentos, agencias, instrumentalidades, corporaciones 

públicas o subsidiarias de estas y de los municipios, lo siguiente:  

[I]dentificar e informar situaciones donde exista o se 

sospeche que exista maltrato… Ofrecer protección a 
los adultos mayores en situaciones de emergencia, 
incluyendo: transportación, coordinación de servicios 
médicos, custodia de emergencia y cualquier otro 

servicio necesario hasta tanto intervenga el 
Departamento de la Familia, la Administración de 
Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción y/o el 
Departamento de Seguridad Pública… Proteger los 

derechos civiles de los adultos mayores, su integridad 
e intimidad… [a]poyar a las víctimas de maltrato, 
maltrato institucional, negligencia y/o negligencia 

institucional.  Ley Núm. 121-2019, supra. 
 

 Por otra parte, el Art. 9 de la Ley Núm. 121-2019, supra, 

dispone que, los adultos mayores podrán solicitar una orden de 

protección cuando se presenten ciertas circunstancias.  En lo 

pertinente, dispone lo siguiente: 

Cualquier adulto mayor que haya sido víctima de 
cualesquiera tipos de maltrato, según descritos en 
esta Ley, o de conducta constitutiva de delito según 
tipificado en el Código Penal de Puerto Rico o en 

cualquier otra ley especial, podrá radicar por sí, por 
conducto de su representante legal, por un agente del 
orden público, por tutor legal, por funcionario público 
o por cualquier persona particular interesada en el 

bienestar del adulto mayor una orden de protección 
en el tribunal. Se podrá peticionar esta orden de 
protección, sin que sea necesaria la radicación previa 

de una denuncia o acusación. Cuando el tribunal 
determine que existen motivos suficientes para creer 
que la parte peticionaria ha sido víctima de maltrato 
físico, mental o psicológico, hostigamiento, coacción, 

intimidación, daño emocional o cualquier otro delito, 
podrá emitir una orden de protección ex parte o a 
solicitud de parte interesada. 8 LPRA sec. 1519.  

 

Respecto al procedimiento para solicitar la orden de 

protección, el Art. 11 de la Ley Núm. 121-2019, supra dispone lo 

siguiente:  
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Cualquier persona podrá solicitar los remedios civiles 
que establece esta Ley para sí, o a favor de cualquier 

otra persona, cuando esta sufra de incapacidad física 
y/o mental, en caso de emergencia o cuando la 
persona se encuentre impedida de solicitarla por sí 
misma. El derecho a solicitar los remedios aquí 

establecidos no se verá afectado, porque la parte 
peticionaria haya abandonado su residencia para 
evitar el maltrato o ser víctima de cualquier otro 
delito. 

 
(a) Inicio de la acción: el procedimiento para obtener 

una orden de protección se podrá comenzar a 

través de alguna de las siguientes instancias: 
 
(1) mediante la radicación de una petición verbal o 

escrita; o 

 
(2) dentro de cualquier caso pendiente entre las 

partes, o 

 

(3) a solicitud del Ministerio Fiscal en un 
procedimiento penal, o como una condición 

para una probatoria o libertad condicional. 
 
Para facilitar a las personas interesadas el trámite de 
obtener una orden de protección bajo esta Ley, la 

Administración de los Tribunales tendrá disponible 
en la Secretaría de los Tribunales de Puerto Rico 
formularios sencillos para solicitar y tramitar dicha 

orden. Asimismo, les proveerá la ayuda y orientación 
necesaria para completarlos y presentarlos.  8 LPRA 
sec. 1521. 
 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al 

recurso ante nos.  

III 

Según reseñamos en el tracto procesal, la parte peticionaria 

no realizó señalamientos de errores.  Únicamente nos solicitó que, 

dejáramos sin efecto la Orden de Protección para el Adulto Mayor 

expedida por el foro recurrido, con un escueto relato, sin entrar 

en detalles de por qué deberíamos intervenir con la referida 

orden.  

Al examinar el expediente ante nuestra consideración, no 

vemos razón por la cual intervenir con el dictamen recurrido.  La 
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parte peticionaria no nos colocó en posición de alterar tal 

dictamen.   

IV 

Por los fundamentos que anteceden, se deniega la 

expedición del recurso de certiorari.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


